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Resumen
El presente trabajo busca reflexionar acerca de los alcances y limitaciones de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible (Ley N°18.308), sancionada en el 2008 en el Uruguay. Para esto, se la visualizará en tanto herramienta plausible de abordar, en el mediano y largo plazo, fenómenos como el de la segregación territorial. Se realizará el ejercicio de analizarla en vinculación a esta problemática, señalando sus potencialidades, aspectos cuestionados y riesgos. 
No constituye objeto del presente trabajo realizar un análisis desde el punto de vista normativo- jurídico así como tampoco llevar a cabo una evaluación acabada de la mencionada ley, aún no reglamentada. 
Se pretende realizar aportes desde el Trabajo Social a partir de la acumulación que se posee desde las inserciones profesionales y trabajos de investigación en la temática. 
Se parte de la base de que los fenómenos territoriales, entre ellos los crecientes procesos de segregación territorial, deben ser entendidos y analizados como parte y expresión de transformaciones societales más amplias, vinculadas fundamentalmente a los cambios evidenciados a nivel del Estado y sus mecanismos de protección social. 
Se pretende que este análisis contribuya al debate, enriquecimiento e intercambio con otras experiencias en otros territorios de la región, así como habilite el conocimiento sobre los avances existentes en materia de regulación y planificación territorial. 
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Introducción
Este trabajo pretende reflexionar sobre la articulación de algunas expresiones de los procesos urbanos de segregación territorial y la oportunidad de su abordaje a partir de las disposiciones e instrumentos de ordenamiento territorial. En particular se trata de la valoración de potencialidades que ofrece la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible (LOTDS) uruguaya -Ley N°18.308, junio 2008- como nuevo marco normativo en la materia. Asimismo, se identificarán alcances y límites en la atención de la temática en el escenario actual. Cabe señalar que no se trata de un análisis jurídico de la norma ni desde la planificación territorial institucional, sino de apreciaciones desde el Trabajo Social profesional a partir de experiencias de investigación e intervención en los actuales procesos de transformaciones territoriales. La exposición se organiza en cuatro capítulos.

En primer lugar se hace una breve reseña de los cambios suscitados a nivel del Estado y su esquema de protección social, denunciados por el territorio mediante crecientes procesos de segregación territorial. 
Luego se realizará una aproximación a la conceptualización del fenómeno de la segregación territorial, los procesos que lo generan y algunas de sus expresiones.
Seguidamente se llevará a cabo una breve presentación de la LOTDS uruguaya y sus aportes e instrumentos, poniendo especial énfasis en la participación y sus alcances como herramienta promovida a la hora de pensar y actuar sobre el territorio. 

Finalmente, reflexiones sobre la relación segregación territorial-ordenamiento territorial como reflexión disparadora de estrategias de actuación para revertir los procesos de fragmentación socio-territorial. 
Se espera abrir debate e intercambio sobre las experiencias en otros territorios de la región, así como sobre los avances en materia de regulación y planificación territorial orientada a la equidad social y al desarrollo de un territorio equilibrado en la distribución social de cargas y beneficios. 
Las autoras de esta ponencia integramos el Área académica de Hábitat y Territorio dentro del Departamento de Trabajo Social de la Facultad de Ciencias Sociales Udelar. Reflexionar sobre estas temáticas así como nutrirnos de diversos aportes y avances en la materia a nivel latinoamericano resulta fundamental a la hora de seguir apostando a revertir procesos de segregación socioeconómica expresados y denunciados a nivel territorial. 
I. CAMBIOS EN EL ESTADO Y MUNDO DEL TRABAJO

Creemos que la investigación se funda en varios elementos que se concatenan a la hora de entender las transformaciones que desde el punto de vista del territorio ha venido sufriendo nuestro país: los cambios en la manera en que el Estado se hace presente así como su esquema de protección social, acompañado esto de modificaciones sufridas en el mundo del trabajo, pilar básico del mencionado esquema de protección.
Estado y protección social

Desde fines de los 70 y principios de los 80 asistimos a la modificación del modelo de desarrollo consolidado a partir de la Segunda Guerra Mundial. Este suponía la articulación de la condición salarial con el desarrollo del Estado Social, por lo que su desmantelamiento genera impactos en el sistema de protección. (Baráibar, 2007)    

En consecuencia, se producen cambios estructurales y económicos contrarios a la lógica del padrón de acumulación keynesiano/fordista (avance tecnológico, decline del trabajo en el sector industrial, ampliación del sector de servicios, flexibilización del trabajo y la producción), dando lugar a la precarización y flexibilización del empleo, así como al aumento del desempleo estructural.

En este marco, se habilita el auge  de fuerzas políticas e ideológicas de orientaciones contrarias al Estado de Bienestar, las políticas sociales adquieren un carácter residual y se señala la centralidad del mercado – o cooperación público- privada- en la producción y distribución del bienestar social. La política social se subordina a  la disciplina fiscal y presupuestal, se promueve la descentralización del gasto y los programas sociales, dándose un lugar central a la inversión en capital humano. El enfoque residual se expresará también en la reducción de la atención a la cuestión social a problemas de pobreza extrema- focalización- y no a la producción y distribución de bienestar, ciudadanía o derechos sociales. (Baráibar, 2007)    
Estos cambios tendrán profundas consecuencias en los mecanismos de protección social, en tanto se produce un proceso de precarización de las fuentes de bienestar social. 

Es decir, a partir de estas transformaciones es que comienza a darse la imposición de una movilidad generalizada de las relaciones laborales, de las carreras profesionales y de las protecciones asociadas al estatuto del empleo.  Se produce así un proceso de descolectivización, de reindividualización y de aumento de la inseguridad que afecta diferencialmente a las distintas categorías de trabajadores.

El espacio territorial no quedará ajeno a la mencionada pérdida, manifestando las contradicciones que a nivel social se producen. Los procesos de segregación territorial, el vaciamiento de las áreas centrales, la extensión desmedida y no planificada de la ciudad constituyen manifestaciones en el territorio de los procesos de desprotección social antes mencionados. Será entonces con estas reglas de juego, en las que unos ganan y otros pierden, en que se realizará la producción social del hábitat. 

II. SEGREGACIÓN URBANA, RESIDENCIAL O TERRITORIAL

En el presente capítulo se establecerá qué se entiende por segregación territorial, qué procesos la originan, de qué manera se manifiesta y cuáles son las adversidades que, desde la literatura, se le atribuyen. Asimismo, se intentará romper con algunos mitos que por lo general se establecen al hacer referencia a la segregación territorial. 

a) ¿De qué se trata?

En términos generales, la segregación territorial da cuenta de profundos cambios que se han dado en nuestras sociedades en un contexto de creciente globalización, con modificaciones en el mundo del trabajo y reestructuración del rol del Estado. Las ciudades no permanecen ajenas a estos cambios sino que expresan, a nivel espacial, las transformaciones  que ha venido experimentando la sociedad. 

Existe cierto consenso en que la segregación residencial remite a “formas de desigual distribución de grupos de población en el territorio” (Arriagada Luco, Rodríguez Vignoli 2003: 9). Es decir, la mayoría de los autores entienden la segregación territorial como la ubicación diferenciada de las clases sociales en la ciudad. Algunos autores dan mayor énfasis a la vivienda, otros al acceso a los bienes de consumo, pero todos hacen referencia al acceso desigual a los beneficios de la ciudad.

A modo de ejemplo, de acuerdo con Castells podemos hablar de segregación urbana en el caso en que las distancias sociales entre las clases tengan una fuerte expresión espacial: “Se hablará por tanto de una estratificación urbana correspondiente a un sistema de estratificación social (…) y en el caso en que la distancia social tiene una fuerte expresión espacial, de segregación urbana…” (1997: 204) Como vemos, para este autor, segregación urbana y segregación social están íntimamente relacionadas; la primera no hace más que expresar y reforzar a la segunda. 

b) ¿Qué elementos la originan?

En cuanto a las tendencias (sociodemográficas, económicas, políticas, etc.) que inducen a un crecimiento progresivo de la segregación territorial, podemos decir que son variadas y con diversos orígenes. Entre ellas encontramos:

Por un lado, la segregación se ve favorecida por varios factores vinculados al funcionamiento de los mercados de suelo: “restricciones de oferta, niveles de precios, lógicas de localización de actividades comerciales y residenciales que favorecen la expulsión de los pobres y la exclusividad de residencia a distinta escala, liberalización del crecimiento urbano o marcos de regulación que estimulan la fragmentación y segregación urbanas” (Lungo y Baires, 20001en Arriagada y Rodríguez 2003)

Asimismo, las normativas de zonificación son destacadas como mecanismos que promueven la segregación residencial, ya sea por su relación con el mercado habitacional (influyen en los precios de los bienes raíces), con el mercado laboral (las normas referentes a la localización de servicios e industrias pueden actuar como atractivo o desincentivo para la localización de grupos socioocupacionales) o con ciertas externalidades positivas o negativas que tienden a verse expresadas en los precios del suelo

La desigualdad en dotación de equipamiento e infraestructura es otro de los elementos que contribuye a la segregación: “La concentración espacial de grupos con diferente capacidad de tributación y pago por bienes públicos locales aumenta la desigualdad intraurbana y tiende a reforzar la diferenciación de la ciudad en zonas mejor equipadas que concentran a la población de mayores recursos frente a zonas pobres con una precaria base de equipamientos y espacios colectivos” (Wassmer, 2001; Arriagada y Simioni, 2001 en Arriagada y Rodríguez 2003 ). 

Entre otro de los mecanismos que dan lugar a la generación o atenuación de la segregación residencial encontramos las políticas tierra y las de vivienda,   emplazamiento de infraestructura y servicios públicos. En este sentido, las decisiones que se toman desde el Estado, y las políticas que cristalizan estas decisiones,  contribuyen a modelar la ciudad y su patrón de segregación. (Arriagada y Rodríguez 2003). 

Finalmente, otro de los mecanismos (sobre el que se posee escasa evidencia) sería el vinculado a las prácticas residenciales de aceptación / rechazo de vecinos. (Arriagada y Rodríguez 2003). Es decir, dentro de los barrios los propios vecinos utilizan prácticas que tenderán a integrar o a alejar a los residentes del mismo.

c) ¿Cómo se expresa?

Existe cierto acuerdo en que dicha segregación se manifiesta de diferentes maneras, como: a) la proximidad física entre espacios residenciales de diferentes grupos sociales, b) la creciente homogeneidad social de los distintos barrios o subdivisiones territoriales en que se puede estructurar una ciudad; y c) la concentración de grupos sociales en determinadas zonas de la ciudad (Arriagada Luco y Rodríguez Vignoli 2003 9-10)

Por su parte, para Lojkine (1986: 161), la segregación urbana se expresa mediante:

 1)- la oposición entre el centro y la periferia. 2)- la separación creciente entre las zonas más acomodadas y las zonas de viviendas populares.3)- una fragmentación generalizada de las “funciones urbanas”, repartidas en zonas geográficamente distintas y cada vez más especializadas (Lojkine 1986:161).
La primera de las expresiones, oposición entre el centro y la periferia, constituye para el autor una contradicción aún mayor que la expresada por Marx entre la ciudad y el campo. Nos estaría hablando de un desigual acceso en lo que a servicios y equipamientos urbanos se refiere, entre quienes habitan el centro y quienes lo hacen en la periferia.
El segundo caso, nos habla de una separación de las clases en la ciudad, dando lugar a un desarrollo claramente desigual.

Por último, la tercera expresión, hace referencia a la especialización de áreas urbanas, de acuerdo a cuál sea su uso en la división social y territorial, del trabajo.

En el caso de nuestro país, podemos decir que cada vez más se ven expresadas las diversas manifestaciones de la segregación expuestas por Lojkine. 

En los últimos años, es clara la oposición que se viene dado entre el crecimiento periférico y suburbano, en donde es posible encontrar "enclaves de pobreza" (asentamientos) compartiendo el espacio con "enclaves residenciales" (countries); y el deterioro y vaciamiento de las áreas centrales. 

Pero la segregación no se agota en la oposición centro- periferia, también la encontramos en situaciones de total o relativa integración a la trama urbana como puede ser el caso de las cooperativas de vivienda (que tienden a segregarse o a encerrarse dentro de la propia cooperativa) o de conjuntos habitacionales construidos y financiados por el Estado para clases de bajos recursos, en barrios donde la inclusión de estas viviendas no es aceptada, y son por lo tanto segregados, por “desprestigiar” la zona. 

De esta manera, mediante la segregación territorial resulta cada vez más frecuente encontrar que“…altos niveles de urbanización conviven con los más bajos niveles de desarrollo urbano (…) conviviendo en un mismo espacio urbano grupos de altísimo nivel de vida con grupos pobres expulsados de las zonas de privilegio.” (Falú y Marengo 2004: 214).
Por lo desarrollado vemos cómo compartir un mismo espacio físico no es garantía de intercambio o afinidad entre los distintos grupos sociales, incluso la proximidad geográfica puede llegar a agudizar el enfrentamiento entre grupos. Lo mismo ocurre a la inversa, no es un requisito que exista distancia física para que podamos hablar de segregación territorial y/o de ausencia de interacción entre distintos grupos sociales. Esto ha llevado a que algunos autores hagan la distinción entre “…la segregación objetiva y la percepción que tienen las personas de sus distancias sociales y geográficas” (Sabatini, Cáceres y Cerda 2001en Arriagada Luco, Rodríguez Vignoli 2003 ).

Asimismo, se hace necesario aclarar que la interacción no se agota en el espacio residencial, por lo tanto,“…una segregación residencial aguda no significa forzosamente ausencia de interacción regular entre grupos sociales” (CEPAL/CELADE 2002 en Arriagada Luco, Rodríguez Vignoli 2003 ). Sin embargo,  la segregación territorial es un elemento que contribuye (pero no determina) a la formación de fronteras de tipo social que disminuyen las posibilidades de interacción entre personas de diferente origen socioeconómico debido a que los habitantes tienden a relacionarse cada vez más entre sus iguales (en términos de clase social) y a segregarse de sus diferentes. 

d) Algunas adversidades

Cuando se hace referencia a la segregación residencial se le atribuye por lo general una connotación negativa. En este sentido, algunas de las adversidades que los diversos autores destacan a la hora de hablar de segregación residencial son:

En primer lugar, se “aísla a los pobres”, quienes al convivir con la pobreza ven limitados sus contactos y posibilidades de exposición a ciertos códigos, mensajes y conductas funcionales a una movilidad social ascendente. “En aquellos barrios pobres que por su composición carecen de interacciones cotidianas e informales con individuos y hogares de niveles sociales más altos y en las cuales no están presentes “modelos de rol” exitosos que sirven como ejemplo de estrategias legítimas de integración y movilidad social, los comportamientos -a otras condiciones constantes- son notoriamente más deficitarios que aquellos correspondientes a vecindarios más heterogéneos en su composición.” (Kaztman, 1999: 3) 

La respuesta del resto de la ciudad, promovida por los medios de comunicación y por los discursos peligrosistas, consiste en estigmatizar estos lugares y sus habitantes, realimentando así el proceso de segregación

Por otro lado, también produce “la clausura de los ricos”, quienes activan lógicas de exclusividad residencial y tienden a concentrar sus servicios y sus opciones laborales en su entorno. Todo esto disminuye la necesidad de circular por la ciudad, y por lo tanto, las posibilidades de conectarse con otras realidades y relacionarse con personas de otros niveles socioeconómicos. Asimismo, se genera por parte de estos grupos, “necesidades de defensa de riesgos delictivos, promoviendo el enrejamiento de las clases medias en condominios cerrados” (Kaztman 1999:36). Condominios que contribuyen a disminuir la responsabilidad social y el vínculo vecino-comunidad-sociedad

A todo esto, deberíamos agregar el exceso de autonomía “puertas adentro” y la gran dependencia “puertas afuera” (Svampa, 2001) que, fundamentalmente en los niños y jóvenes, este tipo de urbanizaciones genera. Vinculado con esto, tienden a reducirse los ámbitos de interacción de los diferentes grupos socioeconómicos. Esto significa que disminuyen las oportunidades de contacto cotidiano informal “…que hacen posible que personas de distinta condición socioeconómica interactúen como iguales en lugares públicos.” (Kaztman, 1999: 11) Dicha reducción es destacada por algunos autores como una de las causas fundamentales del debilitamiento de la vida cívica y de la democracia social.

Este aislamiento es aún mayor cuando la segregación residencial está acompañada de una  segregación en los servicios. Esto perjudica fundamentalmente a hogares de menores recursos debido a que la separación física reduce el capital social de dichos hogares, pero no impide la penetración de las propuestas de consumo. Por lo tanto, la declinación de su portafolio de activos (ente ellos el capital social) y el estar expuestos a elevadas pautas de consumo, significará contar con “…menos medios para alcanzar metas más altas”. (Kaztman, 1999:12)

Asimismo, en los sectores altos, da lugar a una sociabilidad en la homogeneidad o sociabilidad  “entre nos”, lo cual lleva a la categorización del otro, o sea, en tanto diferente, pasa a ser visualizado como una categoría social (Svampa, 2001). 

Esto nos estaría mostrando que vivir en un contexto homogéneo, desde el punto de vista socioeconómico, es problemático tanto para quien nace en un asentamiento que para quien lo hace en un “country”, y no sólo para el primer caso como habitualmente se suele creer. Aclarar esto no implica dejar de ver que en el caso de los asentamientos existen connotaciones particularmente adversas que radicalizan lo problemático que pueda tener vivir en un contexto homogéneo.

 Por otro lado, la agrupación geográfica de los pobres puede generar externalidades negativas. Esto se ve expresado en los casos en que hogares y personas de condiciones similares tienen mayores o menores posibilidades de acceder al mercado laboral, dependiendo de si residen en zonas pobres o no pobres. A esta situación se la ha dado a llamar efecto de “estigma residencial”, por el cual personas con similares características poseen ingresos y niveles de desempleo diferentes, de acuerdo con el barrio en que residen. “La idea es que residir en un barrio segregado (homogéneamente pobre, aislado, con mala “reputación”) es una barrera de entrada y un factor de depreciación de las personas en el mercado de trabajo.” (Arriagada, Rodríguez, 2003: 54)

Finalmente, mediante la agudización de la segregación territorial los barrios pobres comienzan a mostrar señales de deterioro de la vida comunitaria, pierden su capacidad de acción colectiva y están atravesados por “…fuerzas erosivas, como la violencia y la desconfianza” (Arriagada, Rodríguez, 2003:12). Esto da lugar a que dentro de estos barrios se debiliten las relaciones entre los vecinos, disminuyan las relaciones entre grupos diferentes, aislándose así el barrio no solo de la sociedad global "...sino que comienza a padecer una creciente fragmentación interna" (Saravi, 2004: 45) 

Debemos tener en cuenta que mediante la segregación urbana, no solo el acceso al territorio será diferente en base a criterios de jerarquía social y económica, sino también se verá afectado en gran medida, el acceso que estos grupos tienen en lo que hace a recursos, actividades, oportunidades. Como establece Kaztman (1999b:11) “El aislamiento producido por la estratificación de las áreas residenciales suele reforzarse con la estratificación de los servicios.” Esto perjudica fundamentalmente a hogares de menores recursos debido a que la separación física reduce el capital social de dichos hogares, pero no impide la penetración de las propuestas de consumo. Por lo tanto, la declinación de su portafolio de activos (ente ellos el capital social) y el estar expuestos a elevadas pautas de consumo, significará contar con “…menos medios para alcanzar metas más altas”. (Ibídem 12)

III. LEY DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE
Elementos centrales
La LOTDS, como marco regulador general para el ordenamiento territorial y el desarrollo sostenible, consiste en un sistema de normas que tiene por objeto definir las competencias en la materia, orientar el proceso de ordenamiento territorial por objetivos de interés nacional y general y diseñar los instrumentos de ejecución de planes de actuación territorial (Art.1°).

Si bien la discusión parlamentaria y la opinión pública han debatido sobre algunos elementos como imprecisión normativa, colisión con el interés de protección a la propiedad privada, etc. pueden reconocerse algunas innovaciones de relevancia para la temática. A modo de ejemplo enumeramos las siguientes:

En el orden conceptual:

· declaración del ordenamiento territorial como materia de interés general
· consagración de derechos y deberes territoriales
· establecimiento de principios rectores del ordenamiento territorial
· entender el territorio como espacio de participación

En el orden normativo-operativo:

· ampliación y profundización de las competencias de las Intendencias Municipales,
· incorporación de medios e instrumentos para la creación y ampliación de una cartera pública de tierra e inmuebles,
· obligación de reserva de suelo para viviendas de interés social o equipamiento
· introducción de nuevas causales o instrumentos para la limitación de la propiedad privada en función del interés general

Con el objetivo de dar cuenta del espíritu de la ley en cuestión, pueden mencionarse sucintamente los principios rectores del ordenamiento territorial según lo dispone la LOTDS (Art. 5°):

a) La adopción de las decisiones y las actuaciones sobre el territorio a través de la planificación ambientalmente sustentable, con equidad social y cohesión territorial.
b) La coordinación y cooperación entre sí (…) de las entidades públicas que intervienen en los procesos de ordenamiento del territorio y el fomento de la concertación entre el sector público, el privado y el social.
c) La descentralización de la actividad de ordenamiento territorial y la promoción del desarrollo local y regional, (…)

d) La promoción de la participación ciudadana en los procesos de elaboración, implementación, seguimiento, evaluación y revisión de los instrumentos de ordenamiento territorial.
e) La distribución equitativa de las cargas y beneficios del proceso urbanizador entre los actores públicos y privados.
f) La recuperación de los mayores valores inmobiliarios generados por el ordenamiento del territorio.
g) La conciliación del desarrollo económico, la sustentabilidad ambiental y la equidad social, (…), compatibilizando una equilibrada distribución espacial de los usos y actividades y el máximo aprovechamiento de las infraestructuras y servicios existentes.
h) El desarrollo de objetivos (…) compatibles con la conservación de los recursos naturales y el patrimonio cultural y la protección de los espacios de interés productivo rural.
i) (…) el acceso igualitario de todos los habitantes a una calidad de vida digna, garantizando la accesibilidad a equipamientos y a los servicios públicos necesarios, así como el acceso equitativo a un hábitat adecuado.
j) La tutela y valorización del patrimonio cultural, (…)

k) La prevención de los conflictos con incidencia territorial.
l) El carácter público de la información territorial producida por las instituciones del Estado.
En el Artículo 8 se definen los instrumentos de planificación y ejecución según su escala y ámbito de actuación en:

a) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas Nacionales.

b) En el ámbito regional: Estrategias Regionales.

c) En el ámbito departamental: Directrices Departamentales, Ordenanzas Departamentales, Planes Locales.
d) En el ámbito interdepartamental: Planes Interdepartamentales.

e) Instrumentos especiales.

Algunos elementos puestos en cuestión: expropiación y prescripción adquisitiva
Entre las atribuciones que posee el Estado en el marco de esta Ley está la de vigilar el cumplimiento por parte de los propietarios de los deberes generales relativos a la propiedad inmueble (Art. 37°), principalmente en sus dimensiones de usar, conservar, cuidar y rehabilitar. Esto constituye en sí mismo la posibilidad de optimizar el uso de edificaciones disponibles que puedan encontrarse subutilizadas y/o en proceso de deterioro. Este cumplimiento es particularmente relevante en instrumentos de ordenamiento que involucren ámbitos de suelo urbano consolidado, por los que los propietarios de solares baldíos o con edificaciones ruinosas estarán obligados a edificar o rehabilitarlas en un plazo máximo establecido por el mismo instrumento (Art. 40°).

Ante dicho incumplimiento el Estado se atribuye la potestad de ejecutar la expropiación de los bienes que, teniendo valor productivo o utilidad social, se encuentren abandonados por más de diez años, a efectos de integrar su cartera de tierras e inmuebles. Ello tiene fuerte implicancia en la segregación territorial ya que en la mayoría de los casos, se trata de inmuebles que integran la trama urbana consolidada, por lo tanto su recuperación y utilización por parte del Estado, así como la propia rehabilitación privada, es más razonable que la sustitución por nuevas construcciones o la ampliación de la oferta de inmuebles en zonas urbanas no consolidadas, más aún dentro de un mercado informal. 

Por otro lado, una de las figuras de gran debate por parte de los propietarios ha sido la creación de una nueva forma del recurso de prescripción adquisitiva por parte de ocupantes de inmuebles. Entre los aspectos más resistidos se encuentra la reducción del plazo para efectivizar la prescripción de 30 años (establecido en la Constitución de la República) a 5 años. No obstante, se establecen condiciones para hacer efectiva esta disposición. Debe tratarse de situaciones “…cuyo núcleo familiar no supere el nivel de pobreza en sus ingresos y que, no siendo propietarias de inmuebles, sean poseedoras de un predio, no público ni fiscal, con aptitud de ser urbanizado de acuerdo con el instrumento de ordenamiento territorial aplicable, destinado a su vivienda y la de su núcleo familiar durante un período de cinco años, podrán solicitar a la Sede Judicial competente se declare la adquisición del dominio sobre el mismo por el modo prescripción. La posesión deberá ser ininterrumpida y con ánimo de dueño, pública y no resistida por el propietario.” (Art. 65)
Esta es una disposición que puede incidir tanto en los propietarios respecto a asumir su deber de cuidar sus inmuebles de ocupación, como la oportunidad de aquellos ocupantes que de la forma que dispone la ley puedan, frente a la falta de una solución habitacional adecuada hacerse de un inmueble abandonado por su propietario, como solución habitacional para su núcleo familiar, con seguridad en la tenencia y todas las garantías judiciales en un período razonable de 5 años. Sin embargo, los debates que se han levantado en torno a este instituto no están cerrados y sin ser pertinente profundizarlos aquí, sí lo es señalar la existencia de resistencias muy fuertes asociadas a defender la propiedad privada ante el interés general contemplado en la limitación de la misma, desde la conceptualización de la función social de la propiedad.

Por lo tanto, las situaciones que según los dos ítems anteriores ameriten la expropiación o la prescripción adquisitiva, ambas por incumplimiento de deberes sobre la propiedad inmueble, podrán aumentar la oferta de suelo urbano o urbanizable, su calificación y habilitación y tender a prevenir conductas especulativas. 

Sin embargo, en ambos casos pueden reconocerse limitaciones o dificultades en su aplicación. En el caso de la expropiación mencionada, dependerá de los fondos que tenga la Administración para ese destino, lo que en general es muy limitado en particular para cartera de tierras y además históricamente se han priorizado expropiaciones en obras de mayor impacto público que la recuperación de inmuebles. Esta situación implicaría un cambio radical de planificación presupuestal de los planes a ejecutar aunque no parece razonable esperar dicha orientación. A su vez puede suceder que algunos propietarios no cuenten con los medios necesarios para cumplir con sus obligaciones lo que exigiría al sector público establecer y/o promover mecanismos facilitadores para la edificación o rehabilitación. Por ejemplo: líneas de crédito con una tasa de interés preferencial, largo plazo de repago, fondos de garantía, bancos de materiales, entre otros que no sólo sean de orden económico-financiero sino también administrativos y judiciales como en el caso de inmuebles que no pueden comercializarse por embargos, sucesiones pendientes, etc. Estos mecanismos conformarían un espectro de posibilidades para alcanzar los propósitos de cada parte pero implica un desafío a la gestión de la Administración competente y a la creación de nuevos mecanismos de diferente índole.
De alguna manera, este tema está establecido en el Art. 61° el que expresa que ante la obligación de fraccionamiento, edificación o utilización, el propietario obligado “podrá requerir de la Administración la instrumentación de una operación territorial concertada con ésta como forma de viabilización financiera de su obligación y de relevar su incumplimiento”.

En el caso de la prescripción adquisitiva, resulta difícil poder llevarla a cabo cumpliendo con los requisitos establecidos para tales efectos, fundamentalmente en lo relativo a la anuencia o falta de resistencia del dueño. En este sentido, cabe cuestionarse si aún es ejercido de forma negligente, el derecho a la propiedad debiera privilegiarse por encima de los derechos y necesidades ciudadanos. 
Derecho de preferencia

Según establece el Art. 69° “El Gobierno Departamental tendrá preferencia para la adquisición de inmuebles objeto de enajenación onerosa entre particulares en las áreas dispuestas específicamente por los instrumentos de ordenamiento territorial…”. Nuevamente, este sería un mecanismo de aumento seguro de la cartera de tierras con propósitos de ordenamiento territorial pero otra vez deben señalarse dificultades de presupuesto y de gestión de las instituciones competentes para asumir esta disposición y tener el máximo aprovechamiento de ella. En caso de poder superarlas se trataría de un recurso interesante para concretar la organización y establecimiento de actividades en el territorio de manera de tender hacia un desarrollo equilibrado del mismo.

Programas de Actuación Integrada (PAI)

Los PAI son instrumentos especiales para la transformación de sectores de suelo de categoría urbana, suburbana y potencialmente transformable. Se tratan básicamente de procesos de urbanización que podrán ejecutarse por gestión pública, privada o mixta según autorización de la Intendencia Municipal (Art.21°). En todos los casos de actuaciones de diferente naturaleza (residencial, industrial, turística, de servicios, deportiva) debe reservarse por lo menos el 10% del sector a intervenir para espacio libre, equipamiento urbano, cartera de tierras u otros destinos de interés municipal, departamental o nacional (Art. 38°). Esto puede ser un mecanismo seguro de aumento de la cartera pública de tierras para vivienda o para equipamiento que especialmente podrá incidir en atenuar aspectos de la segregación territorial -según se gestione apropiadamente-, en el sentido que es probable que una nueva urbanización se instale en zonas suburbanas en cuyas proximidades puedan encontrarse asentamientos irregulares o no, con carencias de equipamiento precisamente por estar en suelo no consolidado aún. Esta disposición implicaría, además, espacios de vinculación entre la población asentada y la nueva población, o al menos una reserva para dotación de uso comunitario por parte de los que asuman la iniciativa de actuación. No obstante, un señalamiento importante en el contexto de nuestras administraciones es que el destino, gestión o vigilancia de esos espacios deben estar garantizados con anticipación a la finalización de obras, ya que de lo contrario puede perderse la oportunidad de la reserva frente a ocupaciones o usos no deseados ni autorizados. 
A su vez en todos los casos se exigirá “que las nuevas urbanizaciones y fraccionamientos antes de su autorización definitiva ejecuten a su costo, la red vial y la conexión a la red vial general para la continuidad de la trama existente” (Art. 38), además de “…redes de agua potable, drenaje de aguas pluviales, red vial pavimentada, evacuación de aguas servidas, energía eléctrica y alumbrado público; todo ello en calidad y proporción adecuada a las necesidades de los usos a que deban destinarse las parcelas” (Art. 32, lit. a). Nuevamente, respecto a la posible consecuencia sobre procesos de segregación territorial por la generación de fraccionamientos sin servicios, a través de estas disposiciones, se exige de antemano la garantía de dotación de servicios y equipamiento urbano básico a costo del agente urbanizador, evitando que se den situaciones de fraccionamiento y poblamiento que posteriormente generarán, presumiblemente y con fundamento, demandas de servicios a las instituciones públicas responsables. La salvedad que puede hacerse aquí tiene que ver con un hecho que se da en nuestras ciudades y que se trata de fraccionamientos informales, sobre los cuales precisamente por su carácter, en principio no les es exigible lo anterior, salvo disposiciones disciplinarias frente a este tipo de acciones ilegales, según las facultades de policía territorial que confiere la ley al Poder Ejecutivo y a los Gobiernos Departamentales (Art. 69°), además de otras acciones civiles o penales que podrán ser interpuestas por los afectados de buena fe en estos procedimientos. Si bien en esto último son conocidas las dificultades de diferente índole que obstaculizan las demandas particulares frente a un promotor de loteo ilegal, quien muchas veces ni siquiera es el propietario, confirmando y aumentando las vulnerabilidades materiales y jurídicas de la población en asentamientos irregulares.
Participación social

Por la especificidad de la intervención del Trabajo Social profesional, se dedicará un análisis más fino a los procesos de participación social en la elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial, según la propuesta de la LOTDS. 

La participación social está garantizada en el Art. 6° de la LOTDS como uno de los derechos territoriales de las personas, así como el derecho a obtener información sobre el territorio que posean las instituciones públicas y a demandar ante sede judicial la observancia de la legislación territorial como de los instrumentos de ordenamiento territorial en todos los actos o resoluciones de las instituciones públicas.

Algunos elementos sobre el ejercicio de los derechos territoriales se refuerzan en artículos subsiguientes, ya que según el Art. 72°, inc.2° las instituciones públicas deberán considerar en los instrumentos de ordenamiento territorial las propuestas presentadas con una debida fundamentación por toda persona interesada. Lo que dispone este último inciso es de fundamental relevancia ya que consagra el derecho de cualquier afectado, directa o indirectamente, a presentar una propuesta. Este elemento subsana ciertas falencias de otros dispositivos de propuesta o demanda en los que pueda primar el interés y participación sólo de propietarios. 

No obstante puede intuirse que será necesario reglamentar dicho procedimiento, a través de algunos ya reglamentados para otras temáticas o a través de una nueva figura. Lo mismo vale para instituir los procedimientos que garanticen la exigibilidad de los derechos territoriales vulnerados o comprometidos por acciones privadas o incluso por las diversas actuaciones que puedan dar lugar los propios instrumentos de ordenamiento territorial o su colisión con otras actuaciones públicas. Una de las propuestas que tendería a evitar esto último, consiste en la creación de una Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial (Art.73°) integrada por instituciones públicas y privadas y representantes de la sociedad civil afines a la materia y el Comité Nacional de Ordenamiento Territorial (Art. 75°) como órgano de coordinación interinstitucional. Sin embargo, el aliciente a la participación social que puedan constituir estas garantías formales y ámbitos de coordinación, puede verse disminuido en términos de una participación social efectiva y sustantiva. 

De hecho, las referencias a la promoción de la participación social colocaría en la Administración competente la posibilidad de regular el “nivel” de la participación social.

Varios elementos sugieren esa idea: 

· Las instituciones públicas promoverán la participación social utilizando como mínimo, los instrumentos específicos que se establecen por la presente ley (Art. 72°, inc.1°): lo que supere el “mínimo” de instrumentos quedará en la órbita de los decisores y planificadores.

· La audiencia pública será obligatoria para los Planes Locales y para todos los Instrumentos Especiales, siendo su realización facultativa para los restantes instrumentos (Art. 25°, inc.1°): es decir, opcional, no obligatoria para el resto de los instrumentos.

· En el proceso de elaboración de los instrumentos de los ámbitos regional, departamental e interdepartamental se redactará el avance que contenga los principales estudios realizados y los criterios y propuestas generales (…) El órgano competente dispondrá (…) la Puesta de Manifiesto del avance por un período no menor a los treinta días a efectos de la consulta y recepción de las observaciones, la que será ampliamente difundida. (Art. 24°, inc 1°y2°): las estrategias de difusión pueden variar desde la publicación en la página web institucional hasta la realización de una serie talleres vecinales locales, así como la incorporación o no de las observaciones será prerrogativa de la Administración.
Si bien desde la perspectiva del Trabajo Social estos aspectos pueden implicar un avance, de igual modo su carácter abierto a la voluntad de las instituciones como a la propuesta de los interesados, conllevan consecuencias de relevancia en las posibilidades reales de participación. No se pretende con esto, que una norma con estatus de ley regule pormenorizadamente los procesos de participación social, sino que se advierten los límites de lo que se intenta garantizar. 

A su vez para las situaciones en que los afectados por las disposiciones de los instrumentos de ordenamiento territorial sean sujetos de procesos de segregación territorial urbana, serán mucho más débiles las garantías legales dadas a su participación. 

La mera enunciación de la participación social en el ordenamiento territorial, como en otros ámbitos, implica reflexionar sobre el para qué de la participación: ¿relevar información, dar a conocer y legitimar acciones.? La participación deberá ser concebida en sí misma como un proceso político, en su más amplio sentido, que trascienda su carácter instrumental, para la generación de bases genuinas sobre las cuales formular dichos instrumentos que afectarán las condiciones materiales y simbólicas de las personas.

Es ampliamente reconocido el potencial de la participación como medio válido para conocer y elaborar colectivamente propuestas para la atención de necesidades que enfrentan los ámbitos locales en el día a día o respecto a las aspiraciones reales que puedan sostenerse o construirse sobre la capacidad de reflexión y acción colectiva. Es esencial no perder de vista este punto ya que difícilmente, la acción espontánea de grupos locales o de individuos aislados puede trascender sino es potenciado también por acciones políticas concertadas (Henao, 1996: 261). De ahí que para garantizar tales procesos, las instituciones públicas competentes en cada instrumento, y en especial en aquellos de referencia y actuación local, deberían asumir un rol activo abriendo espacios de participación a distintos actores y fuerzas sociales, reforzando su multiplicidad y diversidad. Espacios de participación donde sea posible el reconocimiento de los intereses compartidos o enfrentados así como problematizar los conflictos particulares más evidentes, aún aquellos que sin ser posible “diluir” por el sólo hecho de dialogar/participar, aseguren respuestas acordes a la complejidad abordada en el territorio y en particular en procesos de segregación territorial. No debe omitirse que los ciudadanos no organizados o sin poder, se encuentran en una situación de desigualdad no sólo económica sino también política (Graizbord, 1999:156). A lo que puede agregarse que en especial aquella población empobrecida económica y culturalmente, también debe afrontar una situación de desigualdad simbólica para asumir tanto sus responsabilidades como para exigir sus derechos de participación.

IV. REFLEXIONES FINALES

El inicio de este trabajo propuso una lectura de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible uruguaya, desde la mirada del Trabajo Social profesional, y en particular se optó por la segregación territorial como proceso territorial que puede atenderse a través de diferentes disposiciones de la ley analizada. Es decir que se tomó una problemática concreta, si bien en su sentido abstracto, y se buscó en la LOTDS potencialidades para su abordaje. Dicho recorrido incluyó también la identificación de algunas limitaciones en el tratamiento de la problemática seleccionada para el ejercicio.

No obstante, en ningún caso tanto desde las potencialidades como desde las limitaciones se pretendió agotar el análisis de la norma mencionada. Por el contrario, aún es un ejercicio abierto para esta y otras tantas problemáticas y desafíos que nos presenta el territorio no sólo como continente sino como sujeto de los procesos sociales pasados, actuales y futuros.

Es claro que los resultados de un proceso de ordenación del territorio orientado por objetivos de desarrollo ambiental sustentable, equidad social y cohesión territorial no sucede de un día para el otro, ni que tampoco se da sin marchas y contramarchas, sin conflictos ni resistencias a los cambios de lo que hasta ahora ha venido funcionando de una manera muy diferente. Ni que tampoco el ordenamiento territorial podrá conseguir sus objetivos si no es interviniendo en las causas de los fenómenos territoriales negativos que pretende regular. Lo fundamental, tanto para los decisores como para los diferentes actores sociales, económicos, políticos, académicos y profesionales será comenzar a transitar los caminos que comienzan a abrirse, atentos a las limitaciones y riesgos, y apoyándose en las fortalezas y posibilidades que una iniciativa de este tipo implica para el territorio que vivimos y su futuro deseado. 
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